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LA MUERTE DE VÍCTOR1 

V íctor avanzó tambaleándose hacia su madre. Ella había venido a verlo al hospital 
psiquiátrico nacional apenas dos días después de internarlo para que recibiera 
tratamiento. Se desplomó frente a ella, con las manos atadas detrás de la espalda 

y su cuerpo completamente sucio. La nariz le sangraba, tenía grandes moretones en la 
cabeza y sus ojos estaban tan hinchados que no podía abrirlos..

Desesperada por buscar ayuda para su hijo, la madre de Víctor corrió por los pasillos 
pidiendo un médico. Cuando finalmente encontró a uno, este especialista en salud mental 
le restó importancia a su preocupación y le dijo tajantemente que dejara de llorar. No se 
molestó en examinar a Víctor y le recetó medicamentos sin siquiera levantarse de su es-
critorio. Era el director del hospital. Ella dejó a su hijo desnudo en el piso de su habitación. 
Cuando regresó a casa, encontró un mensaje diciéndole que su hijo había muerto.

La oficina del médico forense expidió un resultado de autopsia que declaró que la muerte 
de Víctor había sido “debido a causas no determinadas”, a pesar de las obvias señales 
de trato inhumano y degradante. Los familiares de Víctor prometieron llevar su caso hasta 
el más alto tribunal disponible para buscar reparación por las injusticias cometidas en su 
contra.

La Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han examinado casos si-
milares. Los Estados se han comprometido en repetidas ocasiones a tomar medidas para 
reparar las injusticias cometidas contra las víctimas y sus familias. Entre otras cosas, los 
Estados se han comprometido a investigar y sancionar a los responsables de las vulne-
raciones de los derechos de las personas institucionalizadas, a desarrollar un programa 
de capacitación para todo el personal a cargo de la atención de la salud mental que lo 
ayude a entender cómo tratar a las personas con afecciones de salud mental de confor-
midad con los principios establecidos en las normas y los estándares internacionales de 
derechos humanos, y a indemnizar a los familiares de las víctimas para resarcirlos por los 
daños materiales y morales. 

1    Este relato se basa en gran parte en incidentes reales que ocurren en América Latina.
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“El goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos 
fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, religión, ideología 

política o condición económica o social.”
Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud 
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Esta nota técnica fue elaborada por la Oficina de la Asesora Jurídica de la Organización Panamericana de la Salud (OPS). 
Se agradece al Departamento de Enfermedades No Transmisibles y Salud Mental de la OPS por los aportes realizados  

y la revisión del texto.
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Personas con afecciones de salud 
mental: quiénes son y cuál es su 
situación
Las personas que viven con afecciones de salud mental 
son de las más vulnerables de la sociedad, ya que son 
víctimas de enormes prejuicios, situaciones de discrimi-
nación y violaciones de sus derechos fundamentales. A 
lo largo de la historia, se ha negado a las personas con 
discapacidad, y en particular a aquellas con afecciones 
de salud mental, la posibilidad de tomar decisiones y ejer-
cer el control de manera personal e individual en todas 
las esferas de su vida. Se parte de una falsa concepción 
de que estas personas son incapaces de vivir de forma 
independiente en comunidades de su propia elección. No 
se dispone de apoyo o su prestación está vinculada a de-
terminados sistemas de vida, y la infraestructura de la co-
munidad no se ajusta al diseño universal. Los recursos se 
invierten en instituciones y no en fomentar las posibilida-
des que tienen estas personas de vivir de forma indepen-
diente en la comunidad. Ello ha dado lugar al abandono, 
la dependencia de los familiares, la institucionalización, 
el aislamiento y la segregación.

En este mismo sentido, en la Región de las Américas 
regularmente se niega el acceso al empleo, a la educa-
ción y a la vivienda a las personas con afecciones de 
salud mental. Lo que es peor, a menudo se las interna 
en instituciones en contra de su voluntad y sin respetar 
el debido proceso, donde pueden quedar abandonadas 
por años, a veces durante toda su vida, en condiciones 
inhumanas. Muchas de esas personas son institucionali-
zadas a la fuerza con poca esperanza de que se revise su 
caso; otras son mantenidas en aislamiento en hospitales 
mentales apartados, alejadas de todo escrutinio guber-
namental o cumplimiento de reglamentos. También existe 
un grupo absolutamente descuidado en sus propios ho-
gares, que padece situaciones de tratos crueles, inhuma-
nos y degradantes.

Las afecciones de salud mental aumentan el riesgo 
de otras enfermedades y contribuyen a lesiones no 
intencionales e intencionales. La depresión continúa 
ocupando la primera posición entre las afecciones de 
salud mental y es dos veces más frecuente en mujeres 
que hombres. Entre 10% y 15% de las mujeres en paí-
ses industrializados y entre 20% y 40% de las mujeres 

en países en desarrollo sufren de depresión durante el 
embarazo o el puerperio (1). 

Las afecciones de salud mental y neurológica en las per-
sonas mayores, como la enfermedad de Alzheimer, otras 
demencias y la depresión, contribuyen significativamen-
te a la carga de enfermedades no transmisibles. En las 
Américas, la prevalencia de demencia en las personas 
mayores (más de 60 años) oscila entre 6,46% y 8,48%. Las 
proyecciones indican que el número de personas con 
este trastorno se duplicará cada 20 años (1). 

Para los trastornos afectivos, de ansiedad y por consumo 
de sustancias en adultos, graves y moderados, la media-
na de la brecha de tratamiento es de 73,5% en la Región 
de las Américas, 47,2% en América del Norte y 77,9% en 
América Latina y el Caribe. En esta última, la brecha para 
la esquizofrenia es de 56,9%; para la depresión, de 73,9%, 
y para el alcoholismo, de 85,1% (1). 

Por qué está tan generalizado su abuso

Para que un país promueva y proteja efectivamente los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
personas con afecciones de salud mental deberá, cuan-
do menos, adoptar instrumentos de salud mental (políti-
cas, planes, leyes, programas y presupuesto, entre otros) 
que protejan específicamente los derechos de dichas 
personas y que sean conformes con las convenciones 
y las normas internacionales de derechos humanos. El 
marco jurídico necesario es diverso: abarca desde leyes 
específicas de salud mental hasta leyes generales de dis-
capacidad y leyes de salud pública, entre otras. 

Setenta y seis por ciento de los Estados Miembros de la 
Organización Panamericana de la Salud (OPS) tiene una 
política o plan independiente para la salud mental y 67% 
tiene una ley de salud mental independiente. En los últi-
mos ocho años, 46% de los Estados Miembros de la OPS 
han actualizado su política y plan; 11 países han desarro-
llado o actualizado sus políticas o planes de salud mental 
en consonancia con los instrumentos internacionales y 
regionales de derechos humanos. Sin embargo, los re-
cursos humanos y financieros asignados a la salud men-
tal son escasos y limitan la implementación de los planes 
nacionales (2).
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Protección de los instrumentos 
internacionales y regionales de 
derechos humanos
Tanto las Naciones Unidas como el Sistema Interame-
ricano de Protección de los Derechos Humanos (SIDH) 
cuentan con un conjunto importante de instrumentos 
jurídicos que reconocen y protegen los derechos y las 
libertades de todas las personas. Debido a que los instru-
mentos internacionales de derechos humanos protegen 
a todas las personas sin distinción alguna de etnia, co-
lor, sexo, idioma, religión, ideología política o de otro tipo, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento 
o cualquier otra condición social, se considera que tam-
bién protegen los derechos y las libertades de las perso-
nas con afecciones de salud mental.

Las convenciones o tratados son instrumentos jurídicos 
de cumplimiento obligatorio para los Estados que los han 
ratificado. También existen otros instrumentos, como las 
declaraciones, resoluciones y observaciones emanadas 
de los mecanismos de las Naciones Unidas y del SIDH 
que establecen estándares internacionales en materia 
de derechos humanos.

Los estándares de derechos humanos representan un 
consenso de la opinión internacional. En la mayoría de 
los casos son emitidos por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, el Consejo de Derechos Humanos y los 
mecanismos de seguimiento de tratados y otros órganos 
de las Naciones Unidas y por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH) de la Organización de los 
Estados Americanos (OEA), así como por organismos es-
pecializados de las Naciones Unidas y el SIDH. 

Estos estándares constituyen una guía fundamental para 
la aplicación de los tratados de derechos humanos en los 
países a través de la formulación y revisión de legislación, 
políticas, planes o programas para una mayor protección 
del derecho a la salud y otros derechos conexos de las 
personas con discapacidad psicosocial. 

2	  https://www.ohchr.org/SP/Issues/Health/Pages/SRRightHealthIndex.aspx.

Sistema de derechos humanos de las  
Naciones Unidas

El sistema de monitoreo de los derechos humanos de 
las Naciones Unidas consta de dos tipos de órganos: 
los órganos basados en la Carta de las Naciones Unidas 
y aquellos creados en virtud de tratados (3). Los órga-
nos basados en la Carta son: el Consejo de Derechos 
Humanos (órgano intergubernamental compuesto por 
47 miembros, encargado de la promoción y protección 
de todos los derechos humanos) (4); el examen perió-
dico universal (proceso dirigido por los Estados para 
examinar la situación de los derechos humanos en otro 
Estado, que ofrece a cada Estado la oportunidad de de-
clarar qué medidas ha adoptado para abordar y mejorar 
la situación de los derechos humanos en el país) (5), y 
los procedimientos especiales del Consejo de Derechos 
Humanos (mecanismo mediante el cual se asigna un 
mandato a personas destacadas, sea individualmen-
te o como grupo de trabajo, para abordar situaciones 
específicas o áreas temáticas (6); un ejemplo de este 
mecanismo es el mandato del Relator Especial sobre el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental2).

Por su parte, los órganos de las Naciones Unidas creados 
en virtud de tratados son comités de expertos y expertas 
independientes que supervisan la aplicación de los trata-
dos internacionales de derechos humanos (7). Su exis-
tencia dimana del tratado mismo; por ejemplo, el Comité 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
es un grupo de 18 expertos y expertas independientes 
que monitorea la aplicación de la Convención homónima 
(8). Estos órganos creados en virtud de tratados tienen el 
mandato de recibir y examinar los informes presentados 
periódicamente por los Estados Partes en los que estos 
detallan cómo están aplicando las disposiciones del tra-
tado a nivel nacional. Asimismo, están facultados para 
emitir observaciones generales sobre asuntos que inci-
den en su mandato, así como para intervenir en proce-
sos de comunicaciones individuales en los cuales deben 
emitir recomendaciones en relación con el caso concre-
to que se les presenta. 
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Instrumentos jurídicos internacionales 
vinculantes3

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(1966)

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos es-
tablece que todos los seres humanos tienen el derecho 
inherente a la vida, que nadie será privado arbitrariamen-
te de esta y que cada Estado Parte en el Pacto respeta-
rá a todas las personas que se encuentren dentro de su 
territorio y estén sujetas a su jurisdicción sin distinción 
alguna de etnia, color, sexo, idioma, religión, opinión po-
lítica o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Respecto a la igualdad, reconoce que todas las personas 
son iguales ante la ley y tienen derecho a igualdad de 
protección ante la ley sin ninguna discriminación. 

Además, el Pacto asegura que ningún ser humano será 
sujeto a tortura o a un trato o pena cruel, inhumano o 
degradante, especialmente a experimentación médica o 
científica sin su libre consentimiento. También garantiza 
que todas las personas tienen derecho a la libertad y se-
guridad y que no deberán ser privadas de ellas, y que las 
personas privadas de libertad serán tratadas con huma-
nidad y con respeto a la dignidad inherente del ser huma-
no. Por último, reconoce el derecho a la igualdad ante la 
ley y la prohibición de discriminar por ningún motivo (9).

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966)

Este tratado reconoce una amplia gama de derechos 
económicos, sociales y culturales, como el derecho a la 
salud, a la educación, al trabajo, a la seguridad social y 
a la cultura, entre otros, sin discriminación por motivos 
de etnia, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 

En particular, este tratado reconoce el derecho de todas 
las personas al disfrute del más alto nivel posible de salud 
física y mental. Asimismo, prevé el derecho de toda per-
sona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, in-
cluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una 
mejora continua de las condiciones de existencia (10).

3	  Las denominaciones “pacto” y “convención” u otras formas no cambian la naturaleza obligatoria de estos instrumentos. Se trata de tratados en el sentido previsto 
en la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (1969), que establece que todo tratado obliga a los Estados que lo han ratificado y debe ser cumplido de 
buena fe por estos, que no podrán invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado.

Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer (1979)

Este instrumento del derecho internacional condena la 
discriminación contra las mujeres en todas sus formas 
y reconoce derechos y obligaciones para los Estados 
Partes en materia de promoción y protección de los de-
rechos de la mujer. Los Estados Partes deben erradicar 
cualquier acto o práctica de discriminación contra la 
mujer, entre las que se incluyen las mujeres con afec-
ciones de salud mental y, en particular, deben asegurar 
que las autoridades públicas y las instituciones adopten 
las medidas correspondientes para eliminar la discrimi-
nación contra la mujer en el campo de la atención médi-
ca a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres, el acceso a los servicios de atención 
médica (11).

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984)

Las disposiciones contenidas en esta Convención prevén 
la obligación de los Estados Partes de tomar medidas le-
gislativas, administrativas, judiciales o de otro tipo efica-
ces para evitar los actos de tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes en cualquier territorio bajo su 
jurisdicción. Además, la Convención exige a los Estados 
Partes que velen por que todos los actos de tortura sean 
delitos conforme a su legislación penal. Además, los 
obliga a castigar estos delitos con penas que reflejen su 
grave naturaleza. Este instrumento establece que cada 
Estado Parte tomará los pasos necesarios para evitar 
en todos los territorios bajo su jurisdicción los tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes cuando dichos 
actos sean cometidos por un funcionario o funcionaria 
público u otra persona en el ejercicio de sus funciones 
públicas, por instigación suya, o con su consentimiento 
o aquiescencia (12). Estas disposiciones son extremada-
mente importantes para la protección de los derechos 
de las personas con discapacidad psicosocial, en parti-
cular en el contexto de la atención por parte de las insti-
tuciones públicas.
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Convención sobre los Derechos del Niño (1989)

La Convención sobre los Derechos de los Niños recono-
ce los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, 
culturales y ambientales de los niños, las niñas y las y los 
adolescentes sin discriminación alguna. En lo que respec-
ta al derecho a la salud, establece que los Estados Partes 
reconocen el derecho de los niños y las niñas al disfrute 
del más alto nivel posible de salud y a servicios para el 
tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la 
salud. Asimismo, este tratado reconoce específicamente 
el derecho de los niños y las niñas que padecen afeccio-
nes de salud mental a recibir atención especial, y esta-
blece las medidas que los Estados Partes deben tomar 
para garantizar el desarrollo de los niños y las niñas como 
individuos y para asegurar su participación en la comu-
nidad. Además, reconoce el derecho a la revisión perió-
dica del trato que reciben los niños y las niñas que son 
internados en instituciones por motivos de salud física o 
mental, así como el derecho a ser protegidos de realizar 
cualquier trabajo que pueda ser peligroso o interferir en 
su educación o que sea nocivo para su salud o desarrollo 
físico, mental, espiritual, moral o social (13).

Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad (2006)

Esta Convención reconoce la protección especial que 
deben garantizar los Estados Partes a las personas con 
discapacidad, pues establece todos sus derechos polí-
ticos, civiles, económicos, sociales y culturales con las 
especificidades que esta población requiere. Este instru-
mento significó un cambio de paradigma respecto de este 
grupo, ya que abandona la antigua concepción del mode-
lo médico de la discapacidad, tanto física como mental, 
para pasar a un modelo social, que entiende que en gran 
medida las causas de las discapacidades son sociales. 

La Convención tiene por objeto ser un instrumento de de-
rechos humanos con una dimensión explícita de desarro-
llo social y económico. Reafirma que todas las personas 
con todo tipo de discapacidad (incluidas las personas 
con afecciones de salud mental) deben gozar de to-
dos los derechos humanos y libertades fundamentales. 
Aclara y califica cómo todas las categorías de derechos 
humanos y libertades fundamentales se aplican a las per-
sonas con discapacidad y señala las esferas en las que 
se han hecho ajustes para que las personas con discapa-

cidad ejerzan eficazmente sus derechos y en las que sus 
derechos han sido violados, así como en las que debe re-
forzarse la protección de los derechos. En particular, este 
instrumento establece la obligación de los Estados Partes 
de proporcionar los servicios de salud que necesiten las 
personas con discapacidad, entre las que se encuentran 
las personas con afecciones de salud mental, incluidas la 
pronta detección e intervención, cuando proceda, y ser-
vicios destinados a prevenir y reducir al máximo la apari-
ción de nuevas discapacidades. 

El artículo 12 de la Convención es particularmente im-
portante, ya que reconoce la personalidad jurídica de las 
personas con discapacidad en igualdad de condiciones 
con las demás en todos los aspectos de la vida. Además, 
establece la obligación de los Estados Partes de adoptar 
las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 
personas con discapacidad al apoyo que puedan nece-
sitar en el ejercicio de su capacidad jurídica, así como 
las “salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir 
los abusos de conformidad con el derecho internacional 
en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias 
asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la 
capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y 
las preferencias de la persona, que no haya conflicto de 
intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales 
y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se 
apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas 
a exámenes periódicos por parte de una autoridad o un 
órgano judicial competente, independiente e imparcial. 
Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que 
dichas medidas afecten a los derechos e intereses de 
las personas” (14). Por último, el artículo 12 prevé que los 
Estados Partes garantizarán “el derecho de las personas 
con discapacidad, en igualdad de condiciones con las 
demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus 
propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad 
de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras 
modalidades de crédito financiero, y velarán por que las 
personas con discapacidad no sean privadas de sus bie-
nes de manera arbitraria” (14).

Como se ha mencionado, estas disposiciones son funda-
mentales para la efectiva garantía de los derechos de las 
personas con afecciones de salud mental que muchas 
veces se encuentran privadas arbitrariamente de su ca-
pacidad jurídica, lo que limita el acceso a otros derechos, 
como la propiedad, y el manejo de sus bienes.
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Declaraciones, principios, 
recomendaciones y directrices 
internacionales

Declaración Universal de Derechos Humanos 
(1948)

La Declaración Universal de Derechos Humanos estable-
ce que todas las personas son libres e iguales en dere-
chos y en dignidad. Esta disposición general implica que 
las personas con afecciones de salud mental también 
tienen derecho a gozar de los derechos humanos bási-
cos y confiere a todas las personas todos los derechos y 
libertades establecidos en la Declaración, sin distinción 
de ningún tipo. 

Asimismo, establece que todas las personas son iguales 
ante la ley y tienen derecho a igual protección de la ley 
sin ninguna discriminación y reconoce el derecho a la li-
bertad de opinión y de expresión, incluido el derecho a 
difundir opiniones sin interferencia y a buscar, recibir e 
impartir información e ideas por cualquier medio sin im-
portar las fronteras. La Declaración reconoce el derecho 
al trabajo, a la libre elección de su empleo, a condicio-
nes laborales equitativas y satisfactorias, a la protección 
contra el desempleo y a la atención médica, y protege a 
todas las personas frente a la tortura o los tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes (15).

Principios para la Protección de los Enfermos 
Mentales y para el Mejoramiento de la Atención 
de la Salud Mental (“Principios de Salud Mental”, 
1991)

Estos Principios figuran entre los estándares o directri-
ces internacionales más completos y detallados para 
proteger a las personas con afecciones de salud mental. 
Proporcionan directrices para establecer o evaluar los 
sistemas nacionales de salud mental y pueden utilizarse 
para interpretar las normas generales de derechos hu-
manos en el contexto de la salud mental. En varias oca-
siones han servido de modelo para formular la legislación 
sobre salud mental y de guía para revisar y formular las 
políticas de salud mental y reestructurar los servicios de 
salud mental en algunos Estados. Los Principios de Salud 
Mental establecen que las personas con afecciones de 
salud mental gozan de todos los derechos y libertades 

fundamentales contempladas en las convenciones gene-
rales de derechos humanos. Además, establecen que los 
derechos y libertades más importantes para las personas 
con discapacidad mental son el derecho a la atención 
médica, el derecho a ser tratado con humanidad y res-
peto, el derecho a la igualdad de protección ante la ley, el 
derecho a recibir cuidados en la comunidad, el derecho 
a dar su consentimiento informado antes de recibir cual-
quier tratamiento, el derecho a la privacidad, a la libertad 
de comunicación y a la libertad de religión, el derecho a 
la admisión voluntaria y el derecho a las garantías proce-
sales (16).

Normas Uniformes sobre la Igualdad de 
Oportunidades para las Personas con 
Discapacidad (1993)

Las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad establecen directri-
ces para la implementación de las libertades fundamen-
tales y los derechos básicos establecidos en los tratados 
internacionales con relación a las personas con discapa-
cidad. Estas Normas recomiendan que las personas con 
afecciones de salud mental y sus organizaciones partici-
pen en la redacción de la legislación sobre asuntos que 
las afectan. Se espera que los gobiernos faciliten esta 
participación y que lo hagan de manera significativa. En 
lugar de una participación puramente simbólica de unas 
pocas personas con afecciones de salud mental perdi-
das entre grandes comités de muchos profesionales o 
representantes gubernamentales, las Normas prevén un 
nivel de participación que asegure que las voces de estas 
personas se escuchen plenamente en el proceso. Según 
las Normas Uniformes, las personas con afecciones de 
salud mental y sus familias deben ser incluidas en la pla-
nificación, el diseño, la implementación y la evaluación 
de los programas de servicios, apoyo y supervisión (17).

Observación general núm. 5 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre 
las personas con discapacidad (1994)

Esta observación general analiza las obligaciones de 
los Estados respecto a la igualdad de derechos para 
los hombres y las mujeres con discapacidad en la ley, 
los derechos relativos al trabajo, la seguridad social, la 
protección de la familia y las madres de niños y niñas 
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con discapacidad, la libertad de circulación, el goce de 
salud física y mental, la educación y la participación en 
la vida cultural y el goce de los beneficios del progreso 
científico (18).

Observación general núm. 14 del Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre 
el derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud (2000)

Esta observación general es central para comprender el 
alcance del derecho a la salud y las obligaciones que 
asumieron los Estados al ratificar el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. En ella, 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
analiza el contenido y el alcance del artículo 12 del Pacto 
sobre el derecho a la salud, así como las obligaciones de 
los Estados Partes que de este se derivan, y brinda pau-
tas muy claras sobre las medidas que deben adoptarse 
para garantizarlo. En la observación, el Comité establece 
que el derecho a la salud está íntimamente relacionado 
con otros derechos humanos, como los derechos a la 
vida, a no ser objeto de discriminación, a la igualdad, a 
la libertad personal, a la integridad personal, a la libertad 
de asociación, reunión y circulación, a la alimentación, 
a la vivienda, al empleo y a la educación, y depende de 
su ejercicio. Hace referencia a las personas con disca-
pacidad como un grupo cuya situación de vulnerabilidad 
requiere programas especiales que ofrezcan acceso a 
centros de salud, bienes y servicios sin discriminación.

Asimismo, el Comité dispone los cuatro elementos esen-
ciales e interrelacionados que componen el derecho a 
la salud en todas sus formas y a todos los niveles, cuya 
aplicación dependerá de las condiciones prevalecientes 
en un determinado Estado Parte:

a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con 
un número suficiente de establecimientos, bienes y 
servicios públicos de salud y centros de atención de la 
salud, así como de programas. La naturaleza precisa 
de los establecimientos, bienes y servicios dependerá 
de diversos factores, en particular el nivel de desarrollo 
del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los 
factores determinantes básicos de la salud, como agua 
limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas, hos-
pitales, clínicas y demás establecimientos relacionados 

con la salud, personal médico y profesional capacitado y 
bien remunerado habida cuenta de las condiciones que 
existen en el país, así como los medicamentos esenciales 
definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos 
esenciales de la Organización Mundial de la Salud (OMS);

b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios 
de salud deben ser accesibles a todos, sin discriminación 
alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte. Este 
elemento presenta cuatro dimensiones: i) no discrimina-
ción; ii) accesibilidad física; iii) accesibilidad económica; 
iv) acceso a la información; 

c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética 
médica y culturalmente apropiados, es decir, respetuosos 
de la cultura de las personas, las minorías, los pueblos y 
las comunidades, a la par que sensibles a los requisitos 
del género y el ciclo de vida, y deberán estar concebidos 
para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de 
salud de las personas de que se trate;

d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista 
cultural, los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deberán ser también apropiados desde el punto de vista 
científico y médico y ser de buena calidad. Ello requiere, 
entre otras cosas, personal médico capacitado, medica-
mentos y equipo hospitalario científicamente aprobados 
y en buen estado, agua limpia potable y condiciones sa-
nitarias adecuadas (18).

Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 
2030 (2015)

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible propone 
terminar con la pobreza de todas las personas, incluidas 
las personas con afecciones de salud mental, y avanzar 
hacia la igualdad de género, el empoderamiento de las 
mujeres, la vida sana, el bienestar en todas las edades, el 
crecimiento económico, el empleo pleno, y las ciudades y 
los asentamientos humanos inclusivos (19). 

Observación general núm. 3 del Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad sobre 
las mujeres y las niñas con discapacidad (2016)

En esta observación general, el Comité insta a los Estados 
Partes a modificar o derogar leyes, reglamentos, cos-
tumbres y prácticas existentes que constituyan discri-
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minación contra las mujeres con discapacidad, entre las 
cuales se incluyen las mujeres con afecciones de salud 
mental. De esta forma, los Estados Partes deben tomar 
todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, 
organización o empresa privada discrimine por motivos 
de sexo y/o deficiencia. También comprende el deber de 
ejercer la diligencia debida mediante la prevención de la 
violencia o las violaciones de los derechos humanos; la 
protección de las víctimas y los testigos de las violacio-
nes; la investigación, el enjuiciamiento y la sanción de los 
responsables, incluidos los agentes del sector privado, y 
la facilitación del acceso a la compensación y la repara-
ción cuando se produzcan violaciones de los derechos 
humanos. Además, el Comité establece que los Estados 
Partes deben adoptar un enfoque doble: por un lado, la 
incorporación sistemática de los intereses y los derechos 
de las mujeres y las niñas con discapacidad en todos los 
planes de acción, estrategias y políticas nacionales re-
lativos a la mujer, la infancia y la discapacidad, así como 
en los planes sectoriales sobre, por ejemplo, la igualdad 
de género, la salud, la violencia, la educación, la parti-
cipación política, el empleo, el acceso a la justicia y la 
protección social; y por el otro, la adopción de medidas 
selectivas y supervisadas dirigidas específicamente a las 
mujeres con discapacidad, entre las cuales se incluyen 
las mujeres con afecciones de salud mental (20).

Observación general núm. 5 del Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad sobre 
el derecho a vivir de forma independiente y a ser 
incluido en la comunidad (2017)

Esta observación general interpreta el artículo 19 de la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, que reconoce el derecho en igualdad de 
condiciones de todas las personas con discapacidad a 
vivir de forma independiente y a ser incluidas en la co-
munidad, con la libertad de elegir y controlar su vida. Este 
artículo se basa en el principio fundamental de derechos 
humanos de que todos los seres humanos nacen iguales 
en dignidad y en derechos y todas las vidas tienen el mis-
mo valor. En la observación general se define que vivir 
de forma independiente significa que las personas con 
discapacidad, entre las que se encuentran las personas 
con afecciones de salud mental, cuenten con todos los 
medios necesarios para que puedan tomar opciones y 
ejercer el control sobre sus vidas, y adoptar todas las de-
cisiones que las afecten.

Además, el Comité recomienda a los Estados promover, 
facilitar y ofrecer las medidas legislativas, administrati-
vas, presupuestarias, judiciales, programáticas, promo-
cionales y de otro tipo que proceda para garantizar la 
plena efectividad del derecho a vivir de forma indepen-
diente y a ser incluido en la comunidad consagrado en la 
Convención. También se exige a los Estados Partes que 
adopten medidas para eliminar las barreras de carácter 
práctico que se oponen a la plena efectividad de ese de-
recho, como las viviendas inaccesibles, el acceso limita-
do a servicios de apoyo para personas con discapacidad, 
las instalaciones, bienes y servicios comunitarios inacce-
sibles y los prejuicios contra dichas personas, así como 
medidas para impedir que familiares o terceras partes se 
injieran, directa o indirectamente, en el disfrute del dere-
cho a vivir de forma independiente en la comunidad. Por 
último, establece la obligación de los Estados Partes de 
abstenerse de toda injerencia directa o indirecta en el 
ejercicio individual del derecho a vivir de forma indepen-
diente y a ser incluido en la comunidad, y que no limiten 
en modo alguno dicho ejercicio (21).

Observación general núm. 6 del Comité sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad sobre 
la igualdad y la no discriminación (2018)

El Comité define en esta observación general que “el 
modelo de discapacidad basado en los derechos huma-
nos reconoce que la discapacidad es una construcción 
social y que las deficiencias no deben considerarse un 
motivo legítimo para denegar o restringir los derechos 
humanos. Según ese modelo, la discapacidad es uno de 
los diversos estratos de identidad. Por lo tanto, las leyes 
y políticas de discapacidad deben tener en cuenta la 
diversidad de personas con discapacidad. Ese modelo 
también reconoce que los derechos humanos son in-
terdependientes, indivisibles y están relacionados entre 
sí” (22). De esta forma, los Estados deberán modificar 
o derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas 
existentes que constituyan discriminación contra esas 
personas. Además, el goce efectivo de los derechos a 
la igualdad y la no discriminación exige la adopción de 
medidas de aplicación, como las siguientes: a) medidas 
para crear conciencia entre toda la población sobre los 
derechos que asisten a las personas con discapacidad 
en virtud de la Convención, el significado de la discrimi-
nación y vías judiciales de recurso existentes; b) medi-
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das para garantizar que los derechos consagrados en la 
Convención sean exigibles ante los tribunales naciona-
les y den acceso a la justicia a todas las personas que 
han sido objeto de discriminación; c) protección contra 
las represalias, como un trato adverso o consecuencias 
negativas tras una denuncia o en un proceso para hacer 
cumplir las disposiciones en materia de igualdad; d) dere-
cho a entablar un proceso ante los tribunales y presentar 
reclamaciones a través de asociaciones, organizaciones 
u otras entidades jurídicas que tengan un interés legítimo 
en hacer valer el derecho a la igualdad; e) normas espe-
cíficas relacionadas con los indicios y las pruebas a fin 
de garantizar que las actitudes estereotipadas sobre la 
capacidad de las personas con discapacidad no impidan 
que las víctimas de discriminación obtengan reparación; 
f) sanciones efectivas, proporcionadas y disuasorias en 
caso de vulneración del derecho a la igualdad y a medios 
de reparación adecuados; g) prestación de asistencia 
jurídica suficiente y accesible para garantizar el acceso 
a la justicia a los demandantes en litigios por discrimina-
ción (22).

Sistema Interamericano de Protección 
de los Derechos Humanos
El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 
Humanos está compuesto por dos órganos: la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (23). 

La CIDH está integrada por siete miembros independien-
tes y se centra en tres áreas de trabajo principales: a) el 
sistema de peticiones y casos (mediante el cual se llevan 
a la CIDH quejas relacionadas con casos específicos); b) 
el monitoreo de la situación de los derechos humanos en 
los países miembros de la OEA, por ejemplo, por medio de 
visitas a los países y la publicación de informes con reco-
mendaciones, y c) el trabajo en áreas temáticas priorita-
rias que incluye el trabajo de monitoreo y la cooperación 
técnica desde las Relatorías y Grupos de Trabajo existen-
tes (24), entre las cuales se encuentran la Relatoría sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad4.

4	 https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/r/DPD/default.asp.
5	 Las denominaciones “pacto”, “convención” y “protocolo” u otras formas no cambian la naturaleza obligatoria de estos instrumentos. Se trata de tratados en el sen-

tido de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (1969), que establece que todo tratado obliga a los Estados que lo han ratificado y debe ser cumplido 
de buena fe por estos, que no podrán invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, integra-
da por siete jueces y juezas, es una institución autónoma 
con competencia contenciosa y consultiva cuyo objetivo 
principal es interpretar y aplicar la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. Con respecto a su competen-
cia contenciosa, la Corte puede determinar si un Estado 
ha incurrido en responsabilidad internacional por la vio-
lación de un derecho garantizado en la Convención o 
en otros tratados del Sistema Interamericano. La Corte 
desempeña también una función consultiva, en virtud 
de la cual puede responder preguntas de los Estados 
Miembros o de otros órganos de la OEA sobre la interpre-
tación de la Convención Americana y de otros tratados, o 
respecto de la compatibilidad de la legislación nacional 
con la Convención (23).

Instrumentos jurídicos interamericanos 
vinculantes5  

Convención Americana sobre Derechos Humanos 
(“Pacto de San José”, 1969)

Este tratado es el principal instrumento de derechos 
humanos de la Región por la cantidad de derechos que 
reconoce y su rol preponderante en las obligaciones 
previstas para los Estados Partes en materia de dere-
chos humanos. En él se reconocen, entre otros derechos, 
el derecho a la vida, a la integridad física y a la libertad 
personal. Estas disposiciones son fundamentales para 
la situación de institucionalización en la que muchas ve-
ces se encuentran las personas con afecciones de salud 
mental. Además, este instrumento establece la obliga-
ción de los Estados Partes de proteger los derechos y las 
libertades de todas las personas sin discriminación por 
motivos de etnia, color, sexo, idioma, religión, opiniones 
políticas o de otro tipo, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
La Convención también reconoce que todas las personas, 
incluidas las personas con afecciones de salud mental, 
tienen derecho, sin discriminación, a la igual protección 
de la ley (25).
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Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura (1985)

De conformidad con lo establecido en esta Convención, 
cada Estado debe prevenir y sancionar la tortura y otras 
formas de trato o penas crueles, inhumanos y degradan-
tes dentro de su jurisdicción. Este tratado también esta-
blece que los Estados Partes deben asegurarse de que 
todos los actos de tortura e intentos por cometer tortura 
se consideren delitos según su ley penal y deben sancio-
nar dichos actos con penas severas. Además, los Estados 
Partes deben tomar medidas de manera que la formación 
de los funcionarios y funcionarias públicos responsables 
de la custodia temporal o permanente de las personas 
privadas de libertad haga especial hincapié en la prohi-
bición del uso de la tortura y en otros derechos y liber-
tades fundamentales de las personas, especialmente de 
aquellas privadas de su libertad personal en instituciones 
públicas, incluidos los hospitales psiquiátricos o de otra 
índole (26). 

Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (“Protocolo de 
San Salvador”, 1988)

En virtud de este instrumento internacional, los Estados 
Partes se comprometen a garantizar el ejercicio de los 
derechos económicos, sociales y culturales que en él se 
enuncian sin discriminación alguna por motivos de etnia, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cual-
quier otra índole, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento o cualquier otra condición social. El 
Protocolo garantiza que todo ser humano debe gozar del 
derecho a la salud y los Estados deben comprometerse a 
reconocer la salud como un bien público, a prevenir más 
abusos y a promover la educación sobre los problemas 
de salud. Cubre específicamente los derechos de las per-
sonas con afecciones de salud mental al disponer la obli-
gación de los Estados Partes de establecer programas 
para proporcionar a dichas personas los recursos y el en-
torno necesarios para lograr el máximo desarrollo posible 
de su personalidad. Los Estados Partes se comprometen, 
además, a proporcionar capacitación a las familias de las 
personas con discapacidad (27).

Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(“Convención de Belém do Pará”, 1994)

El fundamento de este instrumento es que la eliminación 
de la violencia contra la mujer es esencial para su de-
sarrollo individual y social. La Convención establece que 
todas las mujeres, incluidas las mujeres con afecciones 
de salud mental, tienen derecho al reconocimiento, goce, 
ejercicio y protección de todos los derechos humanos y 
libertades contenidos en los instrumentos de derechos 
humanos internacionales y regionales. Estos derechos 
incluyen el derecho a que se respeten su vida y su inte-
gridad física, mental y moral (28). Este instrumento es muy 
útil para erradicar la violencia física, sexual y psicológica 
contra las mujeres con afecciones de salud mental que 
sucede con frecuencia dentro de la familia, la comunidad 
y los centros médicos y psiquiátricos.

Convención Interamericana para la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra las 
Personas con Discapacidad (1999)

Esta convención aspira a prevenir y eliminar todas las for-
mas de discriminación contra las personas con discapa-
cidad mental o física y promover su plena integración en 
la sociedad (29). Es la primera convención internacional 
que aborda específicamente los derechos de las perso-
nas con afecciones de salud mental.

Convención Interamericana contra Toda Forma de 
Discriminación e Intolerancia (2013)

Esta Convención señala que la discriminación es “cual-
quier distinción, exclusión, restricción o preferencia, en 
cualquier ámbito público o privado, que tenga el objetivo 
o el efecto de anular o limitar el reconocimiento, goce o 
ejercicio, en condiciones de igualdad, de uno o más de-
rechos humanos o libertades fundamentales consagra-
dos en los instrumentos internacionales aplicables a los 
Estados Partes” (30), y que la discriminación puede estar 
basada en diversos motivos, como, por ejemplo, la disca-
pacidad, entre muchos otros, que en determinados casos 
se conjugan. Asimismo, dispone que la “discriminación 
indirecta es la que se produce, en la esfera pública o pri-
vada, cuando una disposición, un criterio o una práctica, 
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aparentemente neutro es susceptible de implicar una 
desventaja particular para las personas que pertenecen 
a un grupo específico, o los pone en desventaja, a menos 
que dicha disposición, criterio o práctica tenga un obje-
tivo o justificación razonable y legítimo a la luz del dere-
cho internacional de los derechos humanos” (30). Estas 
disposiciones son centrales para formular, implementar 
y evaluar las políticas públicas referidas a las personas 
con afecciones de salud mental.

Convención Interamericana sobre la Protección de 
los Derechos Humanos de las Personas Mayores 
(2015)

Esta Convención reconoce los derechos específicos de 
las personas mayores, incluidas aquellas con afecciones 
de salud mental, como, por ejemplo, el derecho a la in-
dependencia y autonomía, el derecho a los cuidados de 
largo plazo, el derecho al consentimiento libre e informa-
do en el ámbito de la salud y la seguridad, la vida libre 
de violencia, la prevención de la tortura y otros tratos 
crueles, y los derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales. 

Respecto del derecho a la salud, este tratado también 
es muy avanzado en sus distintas disposiciones, ya que 
establece que las personas mayores tienen el derecho 
irrenunciable a manifestar su consentimiento libre e in-
formado en el ámbito de la salud, así como el derecho a 
un sistema integral de cuidados que provea la protección 
y promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, 
seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario y vi-
vienda; promoviendo que la persona mayor pueda decidir 
permanecer en su hogar y mantener su independencia y 
autonomía (31).

Declaraciones, principios, 
recomendaciones, estándares y 
lineamientos técnicos regionales

Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre (1948)

Esta Declaración tiene como objetivo la protección de los 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y cultu-
rales y de las libertades fundamentales (32) y forma parte 
de lo que se conoce como corpus iuris regional en materia 
de derechos humanos. Pese a no ser un tratado interna-

cional que los Estados deben ratificar, en virtud de la cos-
tumbre internacional, se entiende que esta Declaración 
es vinculante para los países de las Américas.

Declaración de Caracas (1990)

Esta Declaración de la OPS establece que los recursos, 
el cuidado y el tratamiento disponible para las personas 
con afecciones de salud mental debe salvaguardar su 
dignidad y sus derechos humanos. Exhorta a las autori-
dades de salud, a los profesionales de salud mental, a los 
legisladores, a los juristas y a las organizaciones de la so-
ciedad civil a abogar por programas que promuevan ser-
vicios de salud integrados y basados en la comunidad. y a 
desarrollar ese tipo de programas. También invita a estos 
grupos a monitorear y a defender los derechos huma-
nos de las personas con afecciones de salud mental de 
conformidad con la legislación nacional y los acuerdos 
internacionales. La Declaración hace un llamado a llevar 
a cabo reformas legislativas basadas en un aumento de 
la concientización sobre los derechos humanos de las 
personas con discapacidad mental. Establece que el uso 
exclusivo de la hospitalización en un hospital psiquiátrico 
aísla a las y los pacientes generando una discapacidad 
más profunda que puede poner en riesgo el derecho a la 
salud y otros derechos (33).

Consenso de Panamá (2010)

Veinte años después de la Declaración de Caracas, la 
OPS organizó la Conferencia Regional de Salud Mental, 
en la cual trabajadores de salud mental de la Región de 
las Américas procedentes del sector público, autoridades 
nacionales de salud, representantes de organizaciones 
defensoras de los derechos humanos, organizaciones 
no gubernamentales, instituciones académicas y centros 
colaboradores de la OPS/OMS, así como personas usua-
rias de los servicios de salud mental y familiares, hicieron 
un llamado a los Estados a impulsar la implementación 
de la Estrategia y plan de acción sobre salud mental me-
diante un proceso que debe adaptarse a las condiciones 
particulares de cada país para poder responder de ma-
nera apropiada a las necesidades actuales y futuras en 
materia de salud mental; fortalecer el modelo de atención 
comunitaria en salud mental en todos los países de la 
Región, de manera de asegurar la erradicación del sis-
tema manicomial en la próxima década; reconocer como 
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un objetivo esencial la protección de los derechos huma-
nos de los usuarios de los servicios de salud mental, en 
particular su derecho a vivir de forma independiente y a 
ser incluidos en la comunidad; identificar en los escena-
rios nacionales los desafíos actuales y emergentes que 
demandan una respuesta apropiada por parte de los ser-
vicios de salud mental, en especial la problemática psico-
social de la niñez, la adolescencia, las mujeres, así como 
de los grupos poblacionales en situaciones especiales y 
de vulnerabilidad; incrementar la asignación de recursos 
a los programas y servicios de salud mental y lograr una 
equitativa y apropiada distribución de estos, en corres-
pondencia con la carga creciente que representan las 
afecciones de salud mental y por el uso de sustancias, 
entendiendo que la inversión en salud mental significa 
una contribución a la salud y al bienestar en general, así 
como al desarrollo social y económico de los países (34).

Resolución CD47/15 de la OPS: “La discapacidad: 
prevención y rehabilitación en el contexto del 
derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud física y mental y otros derechos 
relacionados” (2006)

Por medio de esta resolución, el 47.º Consejo Directivo de 
la OPS emite recomendaciones a los Estados Miembros 
y a la Directora sobre la promoción y la protección de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales, es-
pecialmente en lo referente al derecho a la salud física 
y mental de las personas con discapacidad. Esta resolu-
ción hace referencia a medidas específicas que pueden 
mejorar el bienestar de las personas con discapacidad, 
como la creación de estrategias y programas comuni-
tarios de rehabilitación con la participación de las orga-
nizaciones de personas con discapacidad, la provisión 
de atención médica adecuada, oportuna y efectiva para 
las personas con discapacidad y la modificación de las 
leyes de discapacidad de conformidad con las normas 
y estándares internacionales de derechos humanos co-
rrespondientes. La resolución exhorta a la Directora de la 
OPS a consolidar y fortalecer la colaboración con orga-
nismos de derechos humanos, tales como el Comité de la 
Convención Interamericana para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad, entre otros (35).

Estrategia y plan de acción sobre la epilepsia 
(2011)

Esta Estrategia y plan de acción tiene el propósito de 
fortalecer la respuesta integrada del sector de la salud 
mediante la ejecución de programas apropiados de aten-
ción a las personas con epilepsia a lo largo de la vida, 
que incluyan acciones de prevención, tratamiento y re-
habilitación. Asimismo, en ese documento se reconoce 
que el ejercicio de los derechos humanos es fundamen-
tal para las personas con epilepsia, en particular aquellas 
con algún grado de discapacidad. Los obstáculos pueden 
estar relacionados con el acceso a los servicios de salud, 
las restricciones a la libertad personal, la falta de opor-
tunidades laborales, la exclusión de los sistemas educa-
tivos, las limitaciones legales para ejercer determinados 
derechos y las condiciones de vida inadecuadas en al-
gunas instituciones psiquiátricas. Las violaciones de los 
derechos humanos van desde las más obvias hasta otras 
más sutiles, por ejemplo, no poder obtener una licencia 
de conducir o restricciones a la posibilidad de escoger 
el empleo. En ocasiones no solo se trata de disponer de 
los instrumentos legales, sino también de lograr su apli-
cación en la práctica (36).

Consenso de Brasilia (2013)

La I Reunión Regional de Usuarios de Servicios de Salud 
Mental y sus Familiares convocada, entre otros, por la 
OPS, tuvo el objetivo de: a) promover el intercambio de 
experiencias personales e institucionales sobre la auto-
nomía y el protagonismo de los usuarios y las usuarias y 
sus familiares de la Región de las Américas, para favore-
cer su organización social y su participación en las deci-
siones relacionadas con las políticas de salud mental; b) 
promover el debate y la reflexión sobre la política pública 
de salud mental de la Región, y c) empoderar a familiares 
y usuarios para que evalúen la calidad y la garantía de los 
derechos humanos en los servicios (37).

Plan de Acción sobre Salud Mental (2014)

El Plan de Acción sobre Salud Mental de la OPS, acorda-
do por los Estados Miembros, tiene como fin promover el 
bienestar mental, prevenir las afecciones de salud mental 
y por uso de sustancias, ofrecer atención, intensificar la 
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rehabilitación, enfatizar la recuperación y promover los 
derechos humanos de las personas con afecciones a 
su salud mental y por uso de sustancias para reducir la 
morbilidad, discapacidad y mortalidad. El Plan consta de 
las siguientes líneas estratégicas de acción, para guiar a 
los Estados Miembros, tomando en cuenta sus contex-
tos y prioridades nacionales: a) formular e implementar 
políticas, planes y leyes en el campo de la salud mental y 
promoción de la salud mental para lograr una gobernanza 
apropiada y eficaz; b) mejorar la capacidad de respuesta 
de los sistemas y servicios de salud mental y de atención 
a los problemas relacionados con el uso de sustancias 
psicoactivas, a fin de proporcionar en el ámbito comu-
nitario una atención integral y de calidad; c) elaborar e 
implementar programas de promoción y prevención en 
el ámbito de los sistemas y servicios de salud mental, y 
de atención a los problemas relacionados con el uso de 
alcohol y otras sustancias, con particular atención al ci-
clo de vida, y d) fortalecer los sistemas de información, la 
evidencia científica y las investigaciones (38).

Resolución 1/2020 de la CIDH: “Pandemia y 
Derechos Humanos en las Américas” (2020)

El 10 de abril de 2020 la CIDH adoptó la Resolución 
1/2020, titulada “Pandemia y Derechos Humanos en las 
Américas”, ante la emergencia sanitaria global sin pre-
cedentes que enfrentan las Américas y el mundo, oca-
sionada por la rápida propagación global del virus de la 
COVID-19. Ese documento reconoce que los contextos de 
pandemia y sus consecuencias, incluidas las medidas de 
contención implementadas por los Estados, generan se-
rios impactos en la salud mental como parte del derecho 
a la salud de la población, particularmente respecto de 
ciertas personas y grupos en mayor riesgo.

En el apartado especial de recomendaciones se dispone 
específicamente que los Estados deben “garantizar que 
las medidas adoptadas para enfrentar las pandemias y 
sus consecuencias incorporen de manera prioritaria el 
contenido del derecho humano a la salud y sus determi-
nantes básicos y sociales” (39).

Asimismo, en la Resolución se insta a los Estados a 
“mejorar la disponibilidad, accesibilidad y calidad de 
los servicios de salud mental sin discriminación ante los 
efectos de los contextos de pandemia y sus consecuen-

cias, lo que incluye la distribución equitativa de tales 
servicios y bienes en la comunidad, particularmente de 
las poblaciones que se ven más expuestas o en mayor 
riesgo a verse afectadas, tales como personas profesio-
nales de salud, personas mayores o personas con con-
diciones médicas que requieren atención específica de 
su salud mental” (39).

Cómo deben aplicarse estas normas y 
cómo puede hacerse un uso estratégico 
de los sistemas internacionales 
y regionales de protección de los 
derechos humanos
Los instrumentos y mecanismos de las Naciones Unidas 
y del Sistema Interamericano de Protección de los 
Derechos Humanos establecen una base sólida para la 
adopción de medidas que promuevan y protejan los de-
rechos de las personas con afecciones de salud mental 
en la Región de las Américas. Esas medidas deben invo-
lucrar a todos los segmentos de la sociedad: los distin-
tos poderes del Estado, la sociedad civil, la academia, 
los medios de comunicación y la sociedad en su conjun-
to. Todos los actores y grupos de interés deben conocer 
los derechos humanos y la protección que garantizan 
estos instrumentos y usarlos para mejorar y revisar 
las leyes, las políticas, los planes, los programas y las 
prácticas nacionales. Además, todos los sectores de la 
sociedad deben respetar la dignidad y la integridad per-
sonal de las personas con afecciones de salud mental 
y promover la protección de sus derechos y libertades 
fundamentales. 

Por su parte, los órganos del sistema de derechos huma-
nos de las Naciones Unidas y del Sistema Interamericano 
de Protección de los Derechos Humanos son herramien-
tas centrales para complementar y apoyar el trabajo que 
hacen los Estados a nivel nacional y pueden funcionar 
tanto como órganos de control y denuncia como de coo-
peración con los Estados y asistencia técnica a estos 
para la promoción y protección de los derechos humanos 
de las personas con afecciones de salud mental.

Ministerios de salud, de educación y de trabajo y otros 
organismos competentes. Tienen la obligación de cono-
cer, aplicar y difundir los instrumentos internacionales 
que reconocen y protegen los derechos humanos que sus 
Estados ratificaron voluntariamente. Estos instrumentos 
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jurídicos crean una gama de obligaciones en materia de 
política pública, legislación, presupuesto y prácticas en 
relación con la salud mental.

Los gobiernos tienen la obligación de adecuar progresi-
vamente sus programas, planes, políticas y prácticas a 
las normas de derechos humanos establecidas en los 
instrumentos internacionales. Para ello, resultan suma-
mente útiles las recomendaciones de los distintos órga-
nos del sistema de las Naciones Unidas y del Sistema 
Interamericano, que ofrecen guías y pautas a los Estados 
sobre qué medidas adoptar y cómo hacerlo desde un en-
foque de derechos humanos. 

El Estado tiene no solo la obligación de no vulnerar los de-
rechos de estos grupos, sino además la responsabilidad 
de controlar que terceros tampoco lo hagan. Esto es par-
ticularmente relevante al momento de establecer regula-
ciones, por ejemplo, sobre los sistemas de salud públicos 
y privados que deben garantizar el abordaje de los trata-
mientos e internaciones de las personas con afecciones 
de salud mental desde un enfoque de derechos humanos. 
La educación en derechos humanos también resulta una 
herramienta central para la promoción y protección de 
los derechos de estas poblaciones para evitar las innu-
merables situaciones de estigmatización y prejuicios que 
atraviesan. En esa línea, los Estados también deben ase-
gurarse de brindar a sus agentes estatales la más amplia 
formación y capacitación en materia de protección de 
los derechos humanos de las personas con afecciones 
de salud mental.

Equipo directivo de los centros de atención a la salud 
mental. Debe asegurarse de que el ingreso, las condicio-
nes de alojamiento y los cuidados de las personas usua-
rias del sistema de salud mental se ajusten siempre a las 
normas de derechos humanos. Además, necesita asegu-
rarse de que todo el personal conozca estas normas, las 
comprenda y las aplique. 

Personal de enfermería y otro personal relacionado con 
la atención médica en hospitales y clínicas psiquiátri-
cas y otros establecimientos de salud mental. Deben 
conocer los derechos de las personas usuarias del sis-
tema de salud mental, implementarlos y asegurarse de 
que esos derechos se respeten y se protejan en cada 

caso de contacto con ellas. Los miembros del personal 
relacionado con la atención médica deben tener en 
cuenta que pueden ser la última línea de defensa para 
proteger la integridad física, psicológica y moral de las 
personas usuarias del sistema, y tienen la obligación de 
denunciar toda violación de cualquiera de los derechos 
de dichas personas ante los funcionarios y funcionarias 
competentes.

Personal de admisiones. Debe asegurarse de que en 
todos los casos se obtenga el consentimiento informa-
do de las personas usuarias que son admitidas al centro 
médico a fin de cumplir con las normas internacionales 
de derechos humanos. El resto del personal de estas 
instituciones debe asegurarse de haber obtenido el con-
sentimiento informado, en todos los casos, para todo tra-
tamiento y asistencia proporcionados. 

Legisladores y legisladoras. Deben estar absolutamente 
familiarizados con el derecho internacional de los dere-
chos humanos y tienen la obligación de asegurarse de 
que las leyes nacionales se ajusten a las obligaciones 
derivadas de las convenciones e instrumentos interna-
cionales de derechos humanos. Si no fuera así, los ins-
trumentos jurídicos deben analizarse y reformarse para 
armonizarlos con las normas internacionales. 

Funcionarios y funcionarias del sistema de justicia. 
Deben aplicar el marco jurídico de los derechos huma-
nos internacional y regional en cada una de sus decisio-
nes y promover el respeto hacia los derechos humanos 
y las libertades fundamentales sin discriminación. El rol 
del poder judicial es central en la vigencia del derecho 
internacional de los derechos humanos para la promo-
ción y protección de los derechos de las personas con 
afecciones de salud mental. A tal fin, los miembros del 
poder judicial deben recibir formación en materia de de-
rechos humanos para lograr incorporar los estándares 
y principios de derechos humanos en cada una de sus 
decisiones y sentencias. 

Miembros de las fuerzas de seguridad. Deben compren-
der plenamente la importancia del derecho internacional 
de los derechos humanos para proteger los derechos y 
las libertades de las personas y los grupos dentro de la 
sociedad. Deben asegurar el respeto y la protección de 
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esos derechos y libertades de todas las personas con 
afecciones de salud mental. En ese sentido, los gobiernos 
tienen la obligación de brindar capacitación en materia 
de derechos humanos a todo el personal de las fuerzas 
de seguridad.

Instituciones nacionales de derechos humanos o Defen-
soría del Pueblo. Deben dar seguimiento a las quejas de 
la ciudadanía y visitar a las personas con afecciones de 
salud mental en los centros de salud para asegurarse de 
que se respeten sus derechos humanos de conformidad 
con las leyes internacionales y nacionales. También de-
ben incorporar los derechos humanos de las personas 
con afecciones de salud mental dentro de sus priorida-
des, ya que tienen un papel central en la difusión y pro-
moción de los derechos humanos de esta población.

Familias. Tienen un rol central en la protección de los 
derechos de las personas con afecciones de salud men-
tal, ya que a partir de sus relaciones pueden promover 
la transformación cultural sobre la mirada de esta pobla-
ción y evitar situaciones de discriminación, estigmatiza-
ción y malos tratos en toda la sociedad.

Organizaciones no gubernamentales que trabajan con 
personas con afecciones de salud mental o para la pro-
moción y protección de sus derechos. Tienen un papel 
central en la demanda permanente a los Estados de la 
plena efectividad de los derechos. En ese sentido, deben 
trabajar en la difusión de los derechos y hacer uso de los 
mecanismos regionales e internacionales de protección 
de derechos humanos acudiendo a ellos ante los casos 
de violación de derechos que suceden a nivel local en 

los países. El trabajo en red y las alianzas entre las or-
ganizaciones no gubernamentales siempre resultan muy 
efectivos para aunar esfuerzos y hacer un mejor uso de 
los recursos disponibles.

Medios de comunicación. Tienen un rol fundamental en 
la transformación cultural sobre esta población y en la 
promoción de los derechos humanos de las personas con 
afecciones de salud mental. A tal fin, deben velar siempre 
por que la comunicación sobre este grupo sea libre de 
estereotipos, estigmatizaciones y discriminación, y pro-
mover imágenes o videos que muestran a las personas 
con afecciones de salud mental como independientes, 
que cuidan de sí mismas y que contribuyen de distintas 
maneras al desarrollo de la sociedad y de sus familias. 
Los medios de comunicación también deben cubrir de 
forma responsable los problemas relativos al maltrato, el 
abandono y los derechos humanos de las personas con 
afecciones de salud mental, así como a las violencias de 
las que son objeto.

Personas con discapacidad psicosocial. Deben conocer 
sus derechos, ya que están protegidos por el derecho na-
cional e internacional. Además, deben comprender cómo 
funcionan los mecanismos nacionales, regionales e inter-
nacionales existentes para promover y proteger esos de-
rechos y libertades fundamentales. Deben reunirse para 
participar activamente en el desarrollo o revisión de las 
políticas, planes, programas y leyes de salud mental y en 
cualquier evaluación de los servicios de salud mental que 
pretenda proteger sus derechos humanos, en línea con el 
lema “Nada sobre nosotros sin nosotros”.
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ANEXOS

Anexo 1. Sistema de derechos humanos de las Naciones Unidas

En el cuadro A.1.1 se indican las disposiciones de siete instrumentos internacionales del sistema de derechos humanos 
de las Naciones Unidas en las que se protegen los derechos y libertades fundamentales señalados. En el cuadro A.1.2 se 
indican los países que son partes en esos instrumentos.

Cuadro A.1.1. Disposiciones de los instrumentos internacionales seleccionados del sistema de derechos 
humanos de las Naciones Unidas en las que se protegen los derechos y libertades fundamentales enunciados

Derechos y  
libertades  

fundamentales 

Declaración 
Universal de 

Derechos 
Humanos

Pacto 
Internacional 
de Derechos 

Civiles y 
Políticos

Pacto 
Internacional 
de Derechos 
Económicos, 

Sociales y 
Culturales

Convención sobre 
la Eliminación de 
Todas las Formas 
de Discriminación 

contra la Mujer

Convención 
contra la 
Tortura y 

Otros Tratos o 
Penas Crueles, 
Inhumanos o 
Degradantes

Convención 
sobre los  

Derechos del 
Niño

Convención 
sobre los 

Derechos de las 
Personas con 
Discapacidad

Vida Art. 3 Art. 6, párr. 1 Art. 6 Art. 10

Integridad 
personal Art. 5 Art. 7 Arts. 1 y 16 Art. 19 Art. 17

Libertad  
personal Art. 3 Art. 9 Art. 37 Art. 14

Debido proceso Art. 8 Art. 14 Art. 13 Art. 40

Privacidad Art. 12 Art. 17 Art. 16 Art. 22

Libertad de 
expresión Art. 19 Art. 19, párr. 2 Art. 13 Art. 21

Circulación Art. 13 Art.12 Art. 15, párr. 4 Art. 20

Igualdad ante 
la ley Art. 7 Art. 26 Arts. 3 y 15, 

párr. 1 Art. 12

Protección 
judicial Art. 10 Art. 14 Art. 15, párr. 2 Art. 13 Art. 6 Art. 13

Trabajo Art. 23 Arts. 6 y 7 Art. 11 Art. 27

Goce del más 
alto nivel 
posible de salud 
física y mental

Art. 25, párr. 1 Art. 12 Art. 12 Art. 24 Art. 25

Educación Art. 26 Art. 13 Art. 10 Art. 28 Art. 24

Cultura Art. 27 Art. 15 Art. 13, aparta-
do c) Arts. 30 y 31

Autonomía Art. 19

Accesibilidad Art. 9

Protección de 
las mujeres Art. 25, párr. 2 Art. 12, párr. 2 a) Todos Art. 6

Seguridad 
social Art. 23 Art. 9 Art.11 Art. 26 Art. 28
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Cuadro A.1.2. Países de la Región de las Américas que son partes en los instrumentos internacionales 
seleccionados del sistema de derechos humanos de las Naciones Unidas

Instrumento internacional Estados Partes

Declaración Universal de Derechos 
Humanos

No está sujeta a ratificación

Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos

Argentina, Barbados, Belice, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Canadá, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos de América, 
Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, San Vicente y las Granadinas, 
Suriname, Trinidad y Tabago, Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)

Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

Argentina, Barbados, Belice, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Canadá, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, 
Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, San Vicente y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tabago, Uruguay y 
Venezuela (República Bolivariana de)

Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer

Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia (Estado 
Plurinacional de), Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, 
Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Saint Kitts 
y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, Suriname, Trinidad y Tabago, 
Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)

Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes

Antigua y Barbuda, Argentina, Belice, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, 
Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos 
de América, Granada, Guatemala, Guyana, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, 
Paraguay, Perú, San Vicente y las Granadinas, Uruguay y Venezuela (República 
Bolivariana de)

Convención sobre los Derechos del Niño Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia (Estado 
Plurinacional de), Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, 
Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Saint Kitts 
y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, Suriname, Trinidad y Tabago, 
Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)

Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad

Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia (Estado 
Plurinacional de), Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Dominica, 
Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Saint Kitts 
y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa Lucía, Suriname, Trinidad y Tabago, 
Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)
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Anexo 2.  Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos

En el cuadro A.2.1 se indican las disposiciones de siete instrumentos internacionales del Sistema Interamericano de 
Protección de los Derechos Humanos en las que se protegen los derechos y libertades fundamentales señalados. En el 
cuadro A.2.2 se indican los países que son partes en esos instrumentos.

Cuadro A.2.1. Disposiciones de los instrumentos internacionales seleccionados del Sistema Interamericano de Protección 
de los Derechos Humanos en las que se protegen los derechos y libertades fundamentales enunciados

Derechos y 
libertades  

fundamentales 

Declaración 
Americana de 
los Derechos 
y Deberes del 

Hombre

Convención 
Americana  

sobre 
Derechos 
Humanos

Protocolo de 
San Salvador

Convención 
Interamericana 

sobre la 
Protección de 
los Derechos 
Humanos de 
las Personas 

Mayores

Convención 
Interamericana 

contra Toda 
Forma de 

Discriminación 
e Intolerancia

Convención 
Interamericana 

para la 
Eliminación 
de Todas las 
Formas de 

Discriminación 
contra las 

Personas con 
Discapacidad

Convención 
Interamericana 
para Prevenir, 
Sancionar y 
Erradicar la 

Violencia  
contra la Mujer

Convención 
Interamericana 
para Prevenir 
y Sancionar la 

Tortura

Vida Art. I Art. 4 Art. 6 Art. 4,  
apartado a)

Integridad 
personal Art. XXV Art. 5 Arts. 9 y 10 Art. 4 Art. 6

Libertad per-
sonal Art. I Art. 7 Art. 13 Art. 4,  

apartado c)

Debido pro-
ceso Art. XVIII Art. 8 Art. 7,  

apartado f) Art. 8

Privacidad Art. V Art. 11 Art. 16

Libertad de 
expresión Art. IV Art. 13 Art. 14

Circulación Art. XIII Art. 22 Art. 15

Igualdad ante 
la ley Art. II Art. 24 Art. 30 Art. 2 Arts. II y III Art. 4,  

apartado f) Art. 8

Protección 
judicial Art. XXVI Art. 25 Art. 31 Art. 10 Arts. 4,  

apartado g), y 7

Trabajo Art. XIV Arts. 6 y 7 Art. 18 Art. III, párr. 1 a)

Goce del más 
alto nivel po-
sible de salud 
física y mental

Art. XI Art. 10 Art. 19 Art. III, párr. 2 
a) y b)

Art. 4,  
apartado b)

Educación Art. XII Art. 13 Art. 20 Art. III, párrs. 1 
a) y 2 b)

Cultura Art. XIII Art. 14 Art. 21 Arts. III, párr. 2, 
y IV, párr. 2

Autonomía Art. 7

Accesibilidad Art. 26

Protección de 
las mujeres Art. VII Arts. 5, 20 y 23 Todos

Seguridad 
social Art. XVI Art. 9 Art. 17 Art. 7
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Cuadro A.1.2. Países de la Región de las Américas que son partes en los instrumentos internacionales 
seleccionados del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 

Instrumento internacional Estados Partes

Declaración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre

No está sujeta a ratificación

Convención Americana sobre Derechos 
Humanos

Argentina, Barbados, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, 
Trinidad y Tabago, Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)

Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos 
en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (Protocolo de San 
Salvador)

Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, 
El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)

Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de 
las Personas Mayores

Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Chile, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, 
Perú y Uruguay

Convención Interamericana contra Toda 
Forma de Discriminación e Intolerancia

México y Uruguay

Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad

Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela (República 
Bolivariana de)

Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer

Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, Bolivia (Estado 
Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El 
Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, San Vicente 
y las Granadinas, Santa Lucia, Suriname, Trinidad y Tabago, Uruguay y Venezuela 
(República Bolivariana de)

Convención Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura

Argentina, Bolivia (Estado Plurinacional de), Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Dominicana, Suriname, Uruguay y Venezuela (República Bolivariana de)



SERIE DERECHOS HUMANOS Y SALUD

22

2. SALUD MENTAL

525 Twenty-third Street, NW 
Washington, D.C., 20037
Estados Unidos de América
www.paho.org


